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TEMA: EL HABEAS CORPUS Y LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS
FUNDAMENTALES.

RESUMEN:  La  presente  recopilación  de  Doctrina,  Normativa  y
Jurisprudencia, tiene como fin el estudio de la figura del Hábeas
Corpus, analizándose primero el concepto de Derecho Fundamental y
su protección, además de los casos de excepción para la suspensión
de los  mismos, además de esto se desarrolla principalmente el
Hábeas Corpus, detallándose su concepto, tipos y características
procesales en nuestro derecho, además se incorpora la normativa
aplicable a dicha figura y la opinión jurídica de la Procuraduría
sobre el tema.
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1 DOCTRINA

a) Concepto de Derechos Humanos y Derechos Fundamentales

[RIVERO SÁNCHEZ]1

“Los derechos fundamentales son el instituto que permite ajustar
estructuralmente el derecho con la moral, contribuyendo con ello a
la producción del orden constitucional; orden que, como ser verá,
no  está  libre  de  una  serie  de  irritaciones  que  se  producen,
gracias al mecanismo de ajuste estructural, tanto en uno como en
otro sistema.
Conceptualmente  no  cabe  duda  de  que  existen  importantes
diferencias entre la categoría de los derechos humanos y la de los
derechos  fundamentales.   A  pesar  de  que  es  posible  encontrar
ejemplos, tanto doctrinales como jurisprudenciales, en que ambos
términos se manjena como sinónimos, lo cierto es que la doctrina
más  reciente  se  empeña  en  delimitar sus  respectivos  campos  de
acción
Así, por ejemplo, se ha establecido una distinción entre derechos
humanos  absolutos  y  relativos.   Los primeros  son  derechos  que
todos tienen frente a todos. Modelo de este grupo de derechos lo
constituye, sin lugar dudas, el derecho a la vida.
Los  derechos  humanos  relativos,  son  aquellos  que  todos  los
miembros de cualquier comunidad jurídica poseen en su comunidad
jurídica. El prototipo de este grupo de derechos lo constituye el
derecho de elegir y ser elegido.
Tanto  los  derechos  humanos  absolutos,  como  los  relativos,  son
derechos supra positivos o de naturaleza cuasi moral. Cuando estos
derechos humanos se incorporan al texto de una Constitución (o de
un tratado internacional debidamente ratificado por la Asamblea
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Legislativa), se positivizan y pasan a adquirir el carácter de
derechos fundamentales.
El  catálogo  de  derechos  humanos,  con  todo,  no  coincide
necesariamente con el de los derechos fundamentales. La lista de
derechos fundamentales de una Constitución puede incluir, al lado
de los derechos humanos "positivizados", otros derechos que han
sido elevados al rango de derecho fundamental.
La  doctrina  jurídica  ha  manifestado,  correctamente,  que:  "Los
derechos fundamentales ... se encuentran reconocidos y tutelados
por el ordenamiento jurídico, de manera que su eventual violación
o amenaza de violación puede ser subsanada o impedida, en su caso,
por remedios procesales específicos. En otros términos, "se trata
siempre  de  derechos  delimitados  espacial  y  temporalmente,  cuya
denominación  responde  al  carácter  básico  o  fimdamentador  del
sistema jurídico político o del Estado de Derecho".
La doctrina también utiliza el concepto de libertades públicas,
como una subespecie de los derechos fundamentales. "Las libertades
públicas, dicho en otro giro, son aquellas que el poder estatal
reconoce  y  protege,  aunque  se  ejerciten  en  el  ámbito  de  las
relaciones  privadas  (como  sería  el  caso  de  la  libertad  para
contraer  matrimonio), con el fin de proteger los tradicionales
derechos de libertad, lo que la doctrina norteamericana califica
como  "civil,  rights".  Los  derechos  fundamentales,  en  cambio,
tienen un significado más amplio, pues junto a las tradicionales
libertades individuales, abarcan también a los nuevos derechos de
carácter social, económico y cultural. Por ello, el concepto de
derechos fundamentales es también comprensivo del de libertades
públicas. Lo decisivo, en todo caso, es que tanto los derechos
fundamentales, como su subespecie de las libertades públicas, son
aquellos  que  el  ordenamiento  jurídico  reconoce,  organiza  y
reglamenta.'"'' (El énfasis no es del original).

De  esta  forma,  puede  decirse  que  en  el  concepto  de  derechos
fundamentales se revelan varias notas distintivas, a saber:
1) se trata de facultades que tienen la estructura de derechos
subjetivos que,
2)  un  ordenamiento  jurídico  determinado  reconoce,  organiza  y
reglamenta;
3)   por  lo  que  tienen  una  naturaleza  delimitada  espacial  y
temporalmente;
4)  lo  cual  no  obsta  para  que  estos  derechos  posean  un  rango
superior,  por  cuanto  están  consagrados  en  normas  de  la
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Constitución Política o de un Convenio o Tratado Internacional
ratificado;
5) desde donde cumplen el papel de "fundamentadores" del sistema
jurídico en general y
6)   razón  por  la  cual  el  Ordenamiento  Jurídico  los  dota  de
especiales medios de tutela.
Históricamente la noción de los derechos fundamentales surge de la
necesidad  de  contar  con  un  catálogo  de  derechos  especialmente
relevantes  y  cuya  violación  o  amenaza  de  violación  pudiera
resultar  amparada  por  remedios  procesales  especiales  como  el
recurso de amparo.

Podría pensarse que en sistemas jurídicos como el costarricense,
en donde la Constitución no discrimina entre derechos de rango
constitucional o, incluso, supra legal, por provenir de tratados o
convenios internacionales, amparables y no amparables, no tendría
sentido hablar de derechos fundamentales. En efecto, el artículo
48 de la Constitución Política costarricense, estipula:
"Toda  persona  tiene  derecho  al  recurso  de  Hábeas  Corpus  para
garantizar su libertad e integridad personales, y al recurso de
amparo para mantener o restablecer el goce de los otros derechos
consagrados  en  esta  Constitución,  así  como  los  de  carácter
fundamental establecidos en los instrumentos internacionales sobre
derechos,  aplicables  en  la  República.  Ambos  recursos  será  de
competencia de la Sala indicada en el artículo 10" (La cursiva no
es del original).
Como  puede  apreciarse,  en  el  sistema  costarricense  todos  los
derechos (con excepción de la libertad e integridad personal, que
se tutelan por la vía el Hábeas Corpus), tanto reconocidos en la
Constitución  como  en  los  instrumentos  internacionales  son
tutelables por la vía del amparo, por lo que, como ya se dijo, no
existe  un  catálogo  de  derechos  fundamentales  especialmente
privilegiados con la vía del amparo.
Con todo, de esta constatación no puede deducirse la afirmación de
que la categoría de derechos fundamentales, en estas condiciones,
no tenga asidero o importancia en el Ordenamiento Jurídico. En
efecto, es claro que los derechos que se encuentran plasmados (y,
por  tanto,  integrados  al  ordenamiento  positivo!),  en  la
Constitución  Política  y  en  los  instrumentos  internacionales
vigentes en el país, por la fuente de la que emanan y por la
función  que  cumplen  como  fundamentadores  del  Ordenamiento
Jurídico, tienen un rango superior y una posición especial frente
a los derechos subjetivos que emanan simplemente de las leyes o
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disposiciones normativas de rango inferior. Es en este sentido que
los primeros pueden ser considerados como fundamentales.
De  las  observaciones  hechas,  resulta  claro que  no  es  correcto
restringir la noción de los derechos fundamentales a la de los
reconocidos en la Constitución Política. En efecto, todo derecho
consagrado en la Constitución es, en este sentido, fundamental;
pero  no  todo  derecho  fundamental  deriva  necesariamente  de  la
Constitución Política: existen también los derechos fundamentales
establecidos en los instrumentos internacionales sobre derechos,
que puedan considerarse "vigentes en la república." (artículo 48
C.P., antes citado).
En  definitiva,  debe  resaltarse  que  la  expresión  derechos
fundamentales  cobra  significación  en  la  medida  en  que  se  la
contraponga  conceptual-mente  a  la  de  los  derechos  humanos,
entendiendo que los primeros serían los derechos de rango superior
que se encuentran incorporados al derecho positivo, en tanto que
los segundos tienen carácter supra positivo o cuasi-moral.”

b) Situación excepcionales que suspenden los Derechos
Fundamentales

[HERNÁNDEZ VALLE]2

“Una de las características del Estado de Derecho es justamente la
de ordenar las relaciones humanas en situaciones de normalidad.
No obstante, bajo determinadas circusntancias, se pone en peligro
el orden político, social y económico existente.  En tales casos,
el  propio  ordenamiento  debe  arbitrar  mecanismos  para  hacerle
frente  a  tales  situaciones  excepcionales.  De  esta  forma,  los
ordenamientos modernos prevén una serie de mecanismos jurídicos,
todos ellos tendentes a minimizar los efecots de tales estados de
excepción  y  a  buscar  el  retorno,  lo  antes  posible,  a  la
normalidad.

Naturaleza jurídica de la suspensión de los derechos fundamentales

La suspensión de los derechos fundamentales en casos de excepción
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constituye justamente una de las manifestaciones clásicas de la
función de gobierno, puesto que ésta es ejercitada por un órgano
constitucional, que se refiere al Estado o la comunidad como un
todo, por lo que sus actos de ejercicio no son susceptibles de ser
impugnados en la vía contencioso-administrativa por no lesionar
directamente derechos subjetivos o intereses legítimos.”

c) Concepto de Habeas Corpus

[HERNÁNDEZ VALLE]3

“El Hábeas corpus es simultáneamente un derecho subjetivo de los
administrados y un proceso constitucional.
En cuanto derecho fundamental está consagrado en el artículo 48 de
la Constitución; en su dimensión procesla está regulado por los
artículos  15  y  siguientes  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional.

En cuanto proceso constitucional, es un recurso pluri-funcional
que  garantiza  la  libertad  e  integridad  personales,  contra  los
actos  u  omisiones  que  provengan  de una  autoridad  de  cualquier
orden, incluso judicial, contra las amenazas a esa libertad y las
perturbaciones o restricciones que respecto de ella establezcan
indebidamente  las  autoridades,  lo  mismo  que  contra  las
restricciones ilegítimas del derecho de trasladarse de un lugar a
otro de la República, y de la libre permanencia, salida e ingreso
en su territorio (art. 15 L.J.C.).
En  consecuencia,  el  recurso  de  babeas  corpus  procede  no  sólo
contra  privaciones  o  limitaciones  ilegítimas  de  la  libertad
personal, sino también contra la integridad de los administrados,
así como también contra las restricciones ilegítimas a la libertad
de tránsito.
Esta última es una consecuencia necesaria del principio general de
libertad personal, y constituye una de las garantías fundamentales
del  ser  humano  dentro  de  cualquier  Estado  democrático  para
desarrollar libremente su personalidad (AMATO).
Por  ello,  las  limitaciones  a  esta  libertad  no  se  ejercen
propiamente sobre la esfera personal de los ciudadanos, sino más
bien restringiendo su acceso al área prohibida (GROSSI).”
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d) Tipos de Hábeas Corpus y sus características procesales

[HERNÁNDEZ VALLE]4

“Si bien hemos visto que, en su concepción original, el hábeas
corpus surgió como una garantía procesal contra las detenciones
arbitrarias o ilegales, lo cierto es que hoy día ha evolucionado
para contemplar otras hipótesis relacionadas directamente con la
restricción de la libertad personal.
Así, entonces, es posible hablar de que existen, en el ámbito del
Derecho Comparado, los siguientes tipos de hábeas corpus:
a. hábeas corpus reparador; b. hábeas corpus preventivo; c. hábeas
corpus restringido y ch. hábeas corpus correctivo.

El Hábeas Corpus reparador

Esta  es  la  modalidad  clásica,  que  opera  cuando  se  producen
detenciones ilegales, es decir, que se realizan sin cumplir los
dos requisitos concomitantes exigidos por el artículo 37 de la
Constitución.

El Hábeas Corpus preventivo

Este  tipo  de  hábeas  corpus  se  otorga  para  proteger  a  los
administrados contra la amenaza de eventuales detenciones. Para
tales efectos basta conque  exista una orden o un procedimiento
tendente a restringirla. En esta modalidad del hábeas corpus se
pretende tutelar las simples amenazas de restricción a la libertad
personal, a fin de evitar que eventualmente se materialice una
detención ilegal o arbitraria.
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Hábeas Corpus correctivo

En este  modalidad el hábeas corpus tiene gran parecido con el
"juicio de manifestación" aragonés antes explicados/Se otorga este
tipo de hábeas corpus para que se cambie el lugar de detención,
cuando no sea el adecuado a la índole del delito cometido o la
causa de la detención, y también para detener el "trato indebido"
al arrestado.
En  Costa  Rica  perfectamente  podría  caber  este  tipo  de  hábeas
corpus en relación con lo preceptuado por el artículo 121 inciso
7) de la Constitución, según el cual durante la suspensión de las
garantías constitucionales, el Poder Ejecutivo sólo podrá ordenar
la detención de personas en establecimientos no destinados a reos
comunes  o  decretar  su  confinamiento  en  lugares  habitados.  De
manera que si durante dicho período se detuviera a una persona en
una cárcel ordinaria o se le confinara a un lugar deshabitado,
cabría la posibilidad de interponer un hábeas corpus en su favor,
a fin de que se cumpla lo estipulado por la norma constitucional
precitada.
También podría plantearse este tipo de hábeas corpus cuando se
determinare que el detenido está siendo sometido a "tratamientos
crueles o indebidos", ya que tales conductas le están prohibidas a
las  autoridades  policiales  y  judiciales,  en  virtud  de  lo
estipulado en el artículo 40 de la Constitución.

Hábeas Corpus restringido

Finalmente podemos citar el caso del hábeas corpus restringido,
que ha tenido gran desarrollo en la jurisprudencia anglosajona. En
este tipo de hábeas corpus se solicita a la autoridad competente
que ordene a las autoridades -en los paises anglosajones procede
también  contra  los  particulares-  abstenerse  de  realizar  una
vigilancia abusiva sobre el recurrente, no impedirle el acceso a
ciertas  áreas  públicas  o  privadas  (sitios  de  trabajo,  su
domicilio,  etc),  o  bien  acosarlo  constantemente  con  llamadas
telefónicas,  preguntas  molestas,  interpelaciones  intimidatorias,
etc.
En  nuestro  país  podrían  citarse  los  casos  de  intervenciones
telefónicas  no  autorizadas  por  el  juez  penal,  los  constantes
acosos de miembros de la OIJ a ciertos delincuentes habituales. En
estas  hipótesis  y  en  otras  semejantes  perfectamente  podría
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plantearse el recurso de hábeas corpus, para obtener una orden
preventiva  de  la  Sala  Constitucional,  a  fin  de  eme  tales
perturbaciones  a  la  libertad  personal  y  de  tránsito  cesen
inmediatamente y no se vuelvan a repetir de nuevo.” 

Características procesales del Hábeas Corpus

El  hábeas  corpus,  en  cuanto  procedimiento  judicial,  presenta
algunas características propias que es importante destacar:

Sumariedad

Es indudable que una de las principales características del hábeas
corpus es su sumariedad, lo cual significa que el recurso debe
resolverse en el tiempo más breve posible. Por ello, tonos los
plazos, así como las resoluciones interlocutorias si las hubiere,
deberán dictarse dentro de plazos muy breves e improrrogables.

Celeridad
 
Este principio está íntimamente relacionado con el anterior. En
virtud de él todas las resoluciones que se dicten en el curso del
procedimiento deben ser inmediatamente acatadas por los servidores
públicos, tales como la orden de presentación del detenido ante el
tribunal  que  conoce  del  recurso,  inmediata  puesta  en  libertad
cuando se declarare con lugar, etc.

Unilateralidad

Aunque puede afirmarse que en el proceso de hábeas corpus existe
un  pequeño  contradictorio30,  lo  cierto  es  que  Sen  él  sólo
intervienen  el  recurrente,  la  autoridad  que  detiene  -cuya
participación se circunscribe a rendir un dictamen- y el tribunal
que  resuelve.  Como  no  existe  posibilidad  alguna  de  que  la
autoridad que realiza Ta detención tenga una participación activa
en el proceso, además de la presentación escrita de su informe,
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hay  que  concluir  que  el  hábeas  corpus  es  un  proceso
fundamentalmente unilateral.

Acción popular

Dada  la  importancia  del  interés  jurídico  en  juego,  es
pacíficamente reconocido que cualquier persona, a nombre de otra,
puede  interponer  el  recurso  de  hábeas  corpus.  De  manera  que
prácticamente existe una acción popular en materia de legitimación
procesal activa

Su objeto fundamental son las detenciones arbitrarias o ilegales

Aunque  hemos  visto  que  existen  en el  Derecho  Comparado  cuatro
modalidades fundamentales del hábeas corpus, lo cierto es que su
objeto  fundamental,  tanto  histórica  como  institucionalmente, lo
constituye las detenciones arbitrarias e ilegales.

Severas sanciones contra las autoridades que incumplan las órdenes
de libertad

Anteriormente señalamos que la verdadera importancia del Hábeas
Corpus  Act  de  1679,  en  Inglaterra,  fue  el  establecimiento  de
severas  sanciones  pecuniarias  contra  quienes  incumplieran  las
órdenes judiciales en los procesos de hábeas corpus. Hoy día estas
sanciones pecuniarias se han transformado en penas de prisión por
desacato,  sin  perjuicio  también  de  las  demás  responsabilidades
civiles y penales en que pudiera haber incurrido el funcionario
que decretó una privación de libertad ilegítima o arbitraria.
Tales son, en apretada síntesis, las principales características
procesales  del  proceso  de  hábeas  corpus  en  las  legislaciones
modernas.”
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2 NORMATIVA

a) Ley de Jurisdicción Constitucional

[ASAMBLEA LEGISLATIVA]5

TITULO II
DEL RECURSO DE HABEAS CORPUS
CAPITULO UNICO

ARTICULO 15. Procede el hábeas corpus para garantizar la libertad
e  integridad  personales,  contra  los  actos  y  omisiones  que
provengan de una autoridad de cualquier orden, incluso judicial,
contra  las  amenazas  a  esa  libertad  y  las  perturbaciones  o
restricciones que respecto de ella establezcan indebidamente las
autoridades, lo mismo que contra las restricciones ilegítimas del
derecho de trasladarse de un lugar a otro de la República, y de
libre permanencia, salida e ingreso en su territorio.

ARTICULO  16.  Cuando  en  el  hábeas  corpus  se  alegaren  otras
violaciones  que  tengan  relación  con  la  libertad  personal,  en
cualquiera de sus formas, y los hechos fueren conexos con el acto
atribuido como ilegítimo, por constituir su causa o finalidad, en
esta vía se resolverá también sobre esas violaciones.

ARTICULO  17.  El  recurso  se  interpondrá  ante  la  Sala
Constitucional, y su tramitación estará a cargo de su Presidente o
del Magistrado instructor. 
Si  se  tratare  de  un  caso  de  improcedencia  manifiesta,  el
Magistrado se abstendrá de tramitarlo y reservará el asunto para
la próxima sesión de la Sala.

ARTICULO  18.  Podrá  interponer  el  recurso  de  hábeas  corpus
cualquier  persona,  en  memorial,  telegrama  u  otro  medio  de
comunicación escrito, sin necesidad de autenticación.
Cuando se utilice la vía telegráfica se gozará de franquicia.
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ARTICULO 19. La sustanciación del recurso se hará sin pérdida de
tiempo, posponiendo cualquier asunto de distinta naturaleza que
tuviere el tribunal.
El  Magistrado  instructor  pedirá  informe  a la  autoridad  que  se
indique como infractora, informe que deberá rendirse dentro del
plazo que él determine y que no podrá exceder de tres días. Al
mismo  tiempo ordenará no ejecutar, respecto del ofendido, acto
alguno que pudiere dar como resultado el incumplimiento de lo que
en definitiva resuelva la Sala. De ignorarse la identidad de la
autoridad, el recurso se tendrá por establecido contra el jerarca.

ARTICULO 20. Cuando se trate de personas que han sido detenidas y
puestas a la orden de alguna autoridad judicial, sin que se haya
dictado auto que restrinja la libertad, el Magistrado instructor
podrá suspender, hasta por cuarenta y ocho horas, la tramitación
del recurso. En el mismo acto prevendrá a la autoridad judicial
que practique las diligencias que correspondan e informe sobre el
resultado de los procedimientos y si ha ordenado la detención.
Cualquier restricción a la libertad física, ordenada por autoridad
competente, que exceda los plazos señalados por los artículos 37 y
44  de  la  Constitución  Política,  deberá  imponerse  mediante
resolución  debidamente  fundamentada,  salvo  si  se  tratare  de
simples órdenes de presentación o de aprehensión.

ARTICULO 21. La Sala puede pedir los antecedentes para resolver el
recurso.
También podrá ordenar la comparecencia del ofendido o practicar
una inspección cuando lo considere necesario, de acuerdo con las
circunstancias,  ya  sea  antes  de  pronunciarse  sobre  el  hábeas
corpus o para efectos de ejecución, si lo considerare procedente,
lo haya declarado con o sin lugar.
En cualquier momento se podrán ordenar medidas provisionales de
protección de los señalados derechos.
Las  órdenes  correspondientes  se  comunicarán  a  la  autoridad
encargada de ejecutarlas.

ARTICULO  22.  El  informe  a  que  se  refiere  el  artículo  19  se
remitirá a la Sala junto con copia de la orden de detención y de
la resolución, en su caso, o de cualquiera otra que se hubiere
dictado,  así  como  de  una  explicación  clara  de  las  razones  y
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preceptos legales  en  que se funde,  y  de la prueba  que  exista
contra el perjudicado.

ARTICULO  23.  Si  el  informe  no  fuere  rendido  dentro  del  plazo
correspondiente, se podrán tener por ciertos los hechos invocados
al interponerlo, y la Sala declarará con lugar el recurso, si
procediere en derecho.

ARTICULO 24. Vencido el plazo establecido en el artículo 19 o, en
su caso, celebrada la audiencia oral prevista en el artículo 10,
la  Sala  deberá  resolver  el  recurso  dentro  de  los  cinco  días
siguientes,  excepto  cuando  estimare  que  debe  realizar  alguna
diligencia probatoria, en cuyo caso el término correrá a partir
del recibo de la prueba.

Al  resolver,  la  Sala  examinará,  entre  otros  aspectos,  los
siguientes:
a) Si la autoridad tenía competencia para dictar la restricción de
la libertad o la medida impuesta.
b) Si la detención se ordenó ilegítimamente o contra lo dispuesto
en el artículo 37 de la Constitución Política.
c) Si existe auto de detención o prisión preventiva legalmente
decretada, o si la pena que se está descontando es la impuesta por
sentencia firme.
ch)  Si,  en  caso  de  estar  suspendidas  las  garantías
constitucionales,  la  resolución  se  dictó  dentro  de  las
limitaciones de la Constitución Política, y de las razonablemente
derivadas de la misma declaratoria.
d) Si por algún motivo fuere indebida la privación de la libertad
o la medida impuesta.
e) Si  efectivamente hubo o existe amenaza de violación de los
derechos protegidos por el recurso.
f) Si la persona hubiere sido ilegítimamente incomunicada, o si la
incomunicación legalmente decretada se mantiene por un plazo mayor
al autorizado en el artículo 44 de la Constitución Política.
g)  Si  la  detención,  prisión  o  medida  acordada  se  cumple  en
condiciones legalmente prohibidas.
h)  Si  el  hecho  que  se  le  imputa  está  o  no  previsto  por  ley
preexistente.
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ARTICULO  25.  Si  del  examen  practicado  resultare  ilegítima  la
medida acordada por las autoridades, la Sala declarará con lugar
el recurso, sin perjuicio de lo que proceda contra la autoridad
responsable.

ARTICULO 26. La sentencia que declare con lugar el hábeas corpus
dejará sin efecto las medidas impugnadas en el recurso, ordenará
restablecer al ofendido en el pleno goce de su derecho o libertad
que le hubieren sido conculcados, y establecerá los demás efectos
de la sentencia para el caso concreto.
Además, condenará a la autoridad responsable a la indemnización de
los  daños  y  perjuicios  causados,  los  cuales  se  liquidarán  y
ejecutarán  en  la  vía  contencioso  administrativa  por  el
procedimiento  de  ejecución  de  sentencia  previsto  en  la  ley
reguladora de esa jurisdicción.

ARTICULO 27. Las resoluciones que se dicten se notificarán a los
interesados cuando hubieren señalado casa u oficina dónde atender
notificaciones.
Además,  la resolución que decida el recurso deberá notificarse
personalmente  al  perjudicado,  para  lo  cual  las  autoridades
correspondientes  le  brindarán  todas  las  facilidades  al
notificador.  Sin  embargo,  no  será  preciso  notificarle  al
perjudicado la resolución que declare con lugar el recurso, si en
el momento en que debe practicarse el acto ya hubiere sido puesto
en libertad o existiere imposibilidad material para hacerlo. El
notificador dejará constancia en el expediente de la información
recabada durante la diligencia.

ARTICULO 28. Cuando la Sala apreciare, al decidir el asunto, que
no  se  trata  de  un  caso  de  hábeas  corpus  sino  de  amparo,  lo
declarará así, y continuará la tramitación conforme con lo reglado
en los artículos 29 y siguientes de la presente ley.
La Sala podrá concederle un término de tres días al interesado, a
fin de que convierta el recurso. Si no lo hiciere, se resolverá el
asunto.

Cuando  la  Sala  considere  que  las  actuaciones  u  omisiones
impugnadas están razonablemente fundadas en normas vigentes, se
procederá en la forma prevista en el artículo 48.
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3 JURISPRUDENCIA

b) Sobre los distintos órganos e instituciones para la protección
de de la libertades fundamentales y derechos humanos.

[PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA]6

O.J. 37-95
23 de octubre de 1995 
Señora  Emilia  María  Alvarez  Navarro  Subdirectora  General  de
Política Multilateral MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES Y CULTO

Estimada señora:

En atención a la solicitud por usted formulada en ocasión de la
resolución  1995/34,  "El  derecho  a  restitución,  indemnización  y
rehabilitación  de  las  víctimas  de  violaciones  graves  de  los
derechos humanos y las libertades fundamentales" aprobada por la
Comisión de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones
Unidas el pasado 3 de marzo, me es grato remitirle el siguiente
informe, debidamente autorizado por el Procurador General de la
República.

INFORME  SOBRE  LA  LEGISLACION  COSTARRICENSE  EN  RELACION  CON  LA
RESTITUCION,  COMPENSACION  Y  REHABILITACION  DE  LAS  VICTIMAS  DE
VIOLACIONES  GRAVES  DE  LOS  DERECHOS  HUMANOS  Y  LAS  LIBERTADES
FUNDAMENTALES.

La  República  de  Costa  Rica,  en  su  constante  preocupación  por
consolidar  sus  instituciones  democráticas  ha  incorporado  a  su
ordenamiento  jurídico  diferentes  normas,  pactos  e  instrumentos
internacionales  que  procuran  una  efectiva  protección  a  los
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derechos esenciales del hombre.
Los instrumentos internacionales gozan en Costa Rica de jerarquía
superior a la legislación común, e inferior que la Constitución,
según lo declara el art. 7º de ésta:

"ARTICULO 7º.-

Los  tratados  públicos,  los  convenios  internacionales  y  los
concordatos, debidamente  aprobados  por  la  Asamblea Legislativa,
tendrán desde su promulgación o desde el día que ellos designen,
autoridad superior a las leyes.
Los tratados públicos y los convenios internacionales referentes a
la  integridad territorial o la organización política del país,
requerirán  de  la  aprobación  de  la  Asamblea  Legislativa,  por
votación no menor de las tres cuartas partes de la totalidad de
sus miembros, y la de los dos tercios de los miembros de una
Asamblea Constituyente, convocada al efecto." (Así reformado por
decreto constitucional de la Asamblea Legislativa No.4123 del 31
de mayo de 1968).
Con ese rango superior a las leyes han sido han sido aprobados y
ratificados el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
de la ONU, ley # 4229 del 11 de diciembre de 1968, la Convención
sobre la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, que es ley
#  1205  del  4  de  octubre  de  1950,  la  Convención  Americana  de
Derechos Humanos, que es ley # 4534 de 23 de febrero de 1970 y La
Convención Contra la Tortura y Tratos o Penas Crueles Degradantes
que es ley # 7351 de 21 de julio de 1993.
Por su parte, la Constitución Política de la República de Costa
Rica consagra los Derechos Humanos reconocidos en las diferentes
Convenciones  de  Derechos  Humanos  e  incorpora  los  instrumentos
jurídicos procesales idóneos, que hacen posible la vigencia de
esos derechos y el órgano jurisdiccional especializado destinado a
conocer en primera y única instancia dicha materia, llamado Sala
Constitucional  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia.  En  efecto  el
artículo  48  en  su  versión  actual,  declara  los  instrumentos
internacionales  de  derechos  humanos  como  referencias  de
interpretación de los derechos no enumerados expresamente y por
ende  es  la  norma  que  permite  ampliar  el  catálogo  de  derechos
humanos  protegidos  por  el  derecho  constitucional costarricense.
Por  su  parte  el  artículo  10  declara  la  supremacía  de  la
Constitución y por ende nulos los actos que la contraríen. Dicen
los artículos 10 y 48 de la Constitución:
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"ARTICULO 10.-
Corresponderá a  una  Sala  especializada  de la  Corte  Suprema  de
Justicia  declarar,  por  mayoría  absoluta  de  sus  miembros,  la
constitucionalidad de las normas de cualquier naturaleza y de los
actos sujetos al Derecho Público. No serán impugnables en esta vía
los actos jurisdiccionales del Poder Judicial, la declaratoria de
elección que haga el Tribunal Supremo de Elecciones y los demás
que determine la ley.

Le corresponderá además:
a) Dirimir los conflictos de competencia entre los poderes del
Estado, incluido el Tribunal Supremo de Elecciones, así como con
las demás entidades u órganos que indique la ley.

b)  Conocer  de  las  consultas  sobre  proyectos  de  reforma
constitucional,  de  aprobación  de  convenios  o  tratados
internacionales y de otros proyectos de ley, según se disponga en
la ley." (Así reformado por Decreto Constitucional No. 7128 de 18
de agosto de 1989).

"Toda  persona  tiene  derecho  al  recurso  de  hábeas  corpus  para
garantizar su libertad e integridad personales, y al recurso de
amparo  para  mantener  o  restablecer  el  goce  de  los  derechos
consagrados en  esta  Constitución,  así  como de  los  de  carácter
fundamental establecidos en los instrumentos internacionales sobre
derechos humanos, aplicables en la República. Ambos recursos serán
de  competencia  de  la  Sala  indicada  en  el  artículo  10."  (Así
reformado por decreto constitucional No. 7128 del 18 de agosto de
1989).

De  manera  que  las  convenciones  y  declaraciones  sobre  derechos
humanos son empleadas comúnmente por la Sala Constitucional de la
Corte Suprema de Justicia para integrar, interpretar y delimitar
los derechos humanos protegidos por nuestro país.
De seguido haremos una exposición de los mecanismos legales que
permiten a la víctima de una violación de sus derechos humanos,
aun cuando no se han reportado casos que pudiesen calificar como
de  "graves"  tales  como  la  tortura, la  desaparición  forzosa  de
personas, etc.
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TITULO PRIMERO:
ORGANOS  QUE  CONOCEN  DEL  PROCEDIMIENTO  PREVENTIVO  DE  LAS
VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS, ASI COMO DE LA RESTITUCION Y
COMPENSACION DE LAS VICTIMAS DE VIOLACIONES GRAVES DE LOS DERECHOS
HUMANOS Y LAS LIBERTADES 
FUNDAMENTALES E INSTRUMENTOS PROCESALES APLICABLES.-

CAPITULO 1. DEL PODER JUDICIAL

A. SALA CONSTITUCIONAL

Como parte de la reforma constitucional de 18 de agosto de 1989
-Decreto  Constitucional  #  7128-  fue  creado  en  Costa  Rica  un
tribunal  constitucional  especializado  que  se  denomina  Sala
Constitucional -art. 10 de la Constitución-, que es parte de la
Corte Suprema de Justicia.
Las otras tres Salas de la Corte, son Salas de Casación también
especializadas  por  materia,  pero  cuya  jurisdicción  podría
denominarse  como  ordinaria  (casación  civil,  mercantil,
contencioso- administrativa que es competencia de la Sala Primera;
casación  laboral  y  de  familia  a  cargo  de  la  Sala  Segunda  y
casación penal que le corresponde a la Sala Tercera.
Las  Sala  Constitucional  es  el  máximo  órgano  jurisdiccional
especializado en cuestiones de constitucionalidad. Su jurisdicción
es autónoma de las demás Salas de la Corte y es concentrada, dicho
de  otra  manera  los  ciudadanos  y  habitantes  del  país  no  deben
agotar otros recursos judiciales internos ante otros tribunales a
fin de acudir a este tribunal y sus fallos son inapelables. Son
fallos de única instancia, pues ningún otro tribunal conoce de la
jurisdicción  constitucional  y  del  régimen  de  protección  que
brindan los instrumentos internacionales en vigor.

Esta Sala que forma parte de la Corte Suprema de Justicia está
integrada  por  7  magistrados  especializados,  nombrados  por  la
Asamblea  Legislativa  por  voto  calificado  de  los  2/3  de  los
diputados.
De 1938 a 1989, la función del control constitucional recaía en la
Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia, integrada entonces
por 17 magistrados (hoy son 22) que conocían de los recursos de
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los  recursos  de  inconstitucionalidad  contra  las  leyes  y  los
decretos del Poder Ejecutivo, y conocía también del recurso de
hábeas corpus; mientras que la competencia en materia de amparo
constitucional para atacar actos individuales de las autoridades
publicas, recaía en la Sala Primera de Casación de la Corte.

Bajo el nuevo sistema (artículos 10 y 48 de la Constitución) se ha
asignado a la Sala Constitucional una jurisdicción total sobre la
constitucionalidad de las normas de cualquier naturaleza y de los
actos sujetos al Derecho Público bajo los recursos de recursos de
Hábeas  Corpus  y  de  Amparo,  los  cuales  constituyen  figuras
procesales específicas para la protección de los derechos públicos
subjetivos de los habitantes de la República y de la acción de
inconstitucionalidad por la que se atacan las leyes contrarias a
la Constitución (judicial review).
Luego de la reforma constitucional fue promulgada la Ley de la
Jurisdicción  Constitucional  (LJC)  de  11  de  octubre  de  1989
verdadero código de derecho procesal constitucional que regula la
competencia  y  procedimientos  en  materia  de  protección  de  los
derechos constitucionales de los habitantes de Costa Rica.
Una  característica  importante  de  la  nueva  jurisdicción
constitucional,  es  la  posibilidad  de  ejecutar  sus  propias
sentencias estimatorias en cuanto a la restitución del derecho
conculcado. Así, la Sala Constitucional ordena lo pertinente a fin
de  hacer  cesar  la  situación  de  hecho  que  ha  ocasionado  su
intervención. Sobre el punto dice el artículo 56 de la LJC:

"Artículo 56.-
La  ejecución  de  las  sentencias  corresponde  a  la  Sala
Constitucional,  salvo  en  lo  relativo  a  la  liquidación  y
cumplimiento de indemnizaciones y responsabilidades pecuniarias, o
en otros aspectos que la propia Sala considere del caso, en que
hará en la vía contencioso administrativa por el procedimiento de
ejecución  de  sentencia  previsto  en  la  ley  reguladora  de  esa
jurisdicción".

De seguido analizaremos cada recurso y procedimiento por separado,
en sus aspectos generales.

1) ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD
La acción de inconstitucionalidad es el mecanismo procesal por el
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que se atacan las leyes y decretos a fin de asegurar la supremacía
de la Constitución Política.

La acción de inconstitucionalidad permite a los habitantes de la
República, cuestionar ante la Sala Constitucional que una ley,
decreto o en general cualquier norma jurídica es contraria a la
Constitución  o  a  los  instrumentos  internacionales  debidamente
aprobados y ratificados para nuestro país.
Este  recurso,  puede  ser  interpuesto  con  ocasión  de  un  juicio
concreto en el que la norma inconstitucional pudiese ser aplicada
a una de las partes (jurisdicción incidental); no importa cual es
la  naturaleza  del  juicio,  civil,  penal,  laboral,  de  familia,
agrario, etc., o aun un recurso de amparo o de Hábeas Corpus.

Pero  la  Ley  de  la  Jurisdicción  Constitucional,  permite  como
excepción,  la  interposición  directa  de  la  acción  de
inconstitucionalidad contra normas cuando el asunto trate de los
intereses  de  un  grupo  o  colectividad  determinado  (sindicatos,
asociaciones) o que el daño causado por la ley sea difuso, es
decir sufrido por muchas personas por igual, pero que no afecta a
la totalidad de la población. Es decir, no existe acción popular.
En esta  hipótesis, la persona no deberá plantear un juicio de
previo  para  plantear  ante  la  Sala  la  acción  de
inconstitucionalidad de la ley.
La acción de inconstitucionalidad directa podrá ser planteada a la
Sala además por el Contralor General de la República (vigila los
gastos  del  Estado),  el  Procurador  General  de  la  República
(representante del Estado), el Fiscal General de la República o
por el Defensor de los Habitantes.

Si  la  Sala  estima  que  la  norma  sí  quebranta  el  orden
constitucional, ésta será anulada de modo general -erga ommes- y
retroactivo -ex-tunc-; es decir, los efectos de la sentencia son
declarativos por lo que la ley o norma en cuestión es eliminada
del  ordenamiento  retroactivamente  desde  su  promulgación,  salvo
derechos  adquiridos  de  buena  fe  o  situaciones  jurídicas
consolidadas (artículos 88, 91 y 93 LJC).

En cuanto al aspecto patrimonial que deriva de la declaratoria de
inconstitucionalidad de una ley o norma, si ésta fue aplicada a
una persona y la ley era contraria a la Constitución, puede haber
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ocurrido  una  lesión  directa  a  sus  intereses.  Por  ello  la
Constitución  Política  prevé  la  responsabilidad  patrimonial  del
Estado por la promulgación y aplicación de normas luego declaradas
inconstitucionales. Dice el artículo 41 de la Constitución:

"Artículo 41.-
Ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación para las
injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o
intereses morales. Debe hacérseles justicia pronta, cumplida, sin
denegación y en estricta conformidad con las leyes".
En desarrollo de esta responsabilidad del Estado por efecto de
normas luego declaradas inconstitucionales, los numerales 88, 91 y
93  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción  Constitucional  establecen  el
efecto declarativo y retroactivo de la anulación, salvo derechos
adquiridos de buena fe o situaciones jurídicas consolidadas.

Asimismo  el  art.  94  ídem  declara  el  derecho  de  obtener  una
indemnización a partir de la sentencia anulatoria de la ley:
"Artículo  94:  Los  efectos  patrimoniales  continuos  de  la  cosa
juzgada  se  ajustarán  sin  retroacción,  a  la  sentencia
constitucional anulatoria, a partir de su eficacia".

En el ámbito penal, el art. 92 de la LJC sí admite el efecto
retroactivo  de  la  sentencia  anulatoria  dictada  por  la  Sala
Constitucional  contra  una  ley  inconstitucional  aplicada  a  la
persona, ley por la que fue condenada a prisión. La anulación
retroactiva de la norma tendrá también efecto retroactivo en favor
de los acusados, aun no condenados.

"Artículo 92.-

La sentencia constitucional anulatoria tendrá efecto retroactivo,
en todo caso, en favor del indiciado o condenado, en virtud de
proceso penal o procedimiento sancionatorio."

En  consecuencia, anulada por la Sala del ordenamiento jurídico
costarricense la ley contraria a la Constitución, y por el efecto
retroactivo de esta anulación en favor de los condenados o simples
acusados, el Código de Procedimientos Penales les faculta para
interponer ante la Sala Tercera de Casación Penal de la Corte
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Suprema  de  Justicia,  el  Recurso  de  Revisión  de  la  sentencia
condenatoria y mediante el cual pueden solicitar la anulación de
la sentencia penal recaída en su contra, así como la indemnización
de los daños y perjuicios causados por la condena sufrida.

Esa indemnización será cuantificada en un procedimiento especial
posterior  denominado  Ejecución  de  Sentencia,  regulado  por  los
artículos  76  a  81  de  la  Ley  Reguladora  de  la  Jurisdicción
Contencioso-Administrativa que rige el procedimiento judicial en
los juicios contra el Estado y por los arts. 692 a 704 del Código
de Procedimientos Civiles que opera como legislación supletoria.

Como un ejemplo de la eficacia de la legislación Costarricense, la
sentencia de inconstitucionalidad #1261-90 de las 15:30 horas del
10 de setiembre de 1990, expediente #127-90 dictada por la Sala
constitucional, fue declarado nulo el artículo 221 del Código de
Procedimientos  Penales,  (ley  #5377  de  19-10-1973)  por  resultar
contrario a lo dispuesto en el artículo 24 de la Constitución
Política  que  garantiza  la  inviolabilidad  de  las  comunicaciones
privadas, se indicó en la parte dispositiva:

"POR TANTO: ...Se confiere a esta declaración efectos retroactivos
hasta la fecha en que entró en vigencia la norma en cuestión, en
razón de ello, quienes hubieren resultado condenados en sentencia
en  que  se  aplicara  la  norma  en  cuestión  podrán  interponer  el
recurso de revisión a que se refiere el artículo 490 inciso 5º del
Código de Procedimientos Penales...".

Nota: Los efectos patrimoniales referentes a la indemnización que
deriva del recurso de revisión en materia penal, serán tratados en
el Capítulo 2 de este Título.

2) CONSULTAS DE CONSTITUCIONALIDAD

La  Ley  de  la  jurisdicción  Constitucional  establece  también  la
función  consultiva  de  la  Sala  Constitucional con  el  objeto  de
prevenir la promulgación de leyes contrarias a la Constitución. Es
una modalidad de la acción de inconstitucional, pero la Sala emite
una  opinión  consultiva  -advisory  opinion-  en  el  derecho
internacional- y no una sentencia anulatoria vinculante, salvo en
materia de procedimientos constitucionales o legislativos.
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En los apartes siguientes se define el tipo de consultas posibles.

a) CONSULTAS LEGISLATIVAS PRECEPTIVAS:

Como se adelantó, la función consultiva de la Sala Constitucional
permite  un  control  preventivo  de  constitucionalidad  sobre
proyectos  de  Ley.  La  consulta  es  obligatoria  cuando  se  trata
proyectos de reforma a la Constitución Política, de aprobación de
convenios o tratados internacionales o de reforma a la Ley de la
Jurisdicción Constitucional (art. 96.a) LJC).
La consulta forzosa será elevada a la Sala por el Directorio de la
Asamblea Legislativa luego de la aprobación del proyecto en primer
debate, tanto si se trata de reformar al Constitución o leyes
comunes.
El  dictamen  de  la  Sala  es  vinculante  en  cuanto  detecte  la
inobservancia trámites  procesales  exigidos  por  la Constitución,
los instrumentos internacionales o el Reglamento de la Asamblea
Legislativa  y  por  ende,  los  procedimientos  errados  deberán
restablecerse.

b) CONSULTAS LEGISLATIVAS FACULTATIVAS:

Cuando se trata de proyectos de ley ordinarios, o de reforma al
Reglamento de la Asamblea Legislativa la consulta no es preceptiva
sino que  podrá ser sometida facultativamente a la Sala por 10
diputados; por la Corte Suprema de Justicia, el Tribunal Supremo
de Elecciones o la Contraloría General de la República, en cuanto
a  sus  competencias  constitucionales  o  por  el  Defensor  de  los
Habitantes  cuando  considere  que  el  proyecto  de  ley  infringe
derechos  o  libertades  fundamentales  reconocidos  por  la
Constitución  o  los  instrumentos  internacionales  de  derechos
humanos vigentes en la República (art. 96 LJC).
Debe  entenderse  también  que  la  Procuraduría  General  de  la
República  también  puede  plantear  a  la  Sala  consultas  de
constitucionalidad como representante del Estado que es (art. 75
LJC).

Como en el caso anterior, la opinión de la Sala constitucional
sólo  es  vinculante  en  cuanto  a la  violación  de  procedimientos
constitucionales o legislativos.
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b) CONSULTAS JUDICIALES FACULTATIVAS:

La consulta judicial facultativa representa otra variante de la
acción  de  inconstitucionalidad  contra  leyes  que  permite  a
cualquier juez solicitar el criterio de la Sala Constitucional
sobre la validez de normas que debe aplicar a las partes en un
juicio  pendiente, cuando duda de la constitucionalidad de esas
leyes.
Esta modalidad de consulta constitucional no puede ser forzada por
las partes interesadas, sino que será un acto voluntario del Juez.
La  sentencia  de  la  Sala  tendrá  los  mismos  efectos  generales
anulatorios que la acción de inconstitucionalidad planteada por
las propias partes -ver punto A.1 anterior-.

Es  evidente  que  los  proyectos  de  ley  constituyen  una  simple
amenaza a los derechos de las personas, pero que no podrán causar
daños y perjuicios. Es decir, no hay víctimas.
Por último, en relación a la consulta legislativa preventiva es
necesario indicar que aun en el caso en que la Sala emita opinión
en favor de la constitucionalidad del proyecto de ley, el asunto
podrá ser reabierto posteriormente una ver aprobada y promulgada
la ley, mediante el procedimiento normal de revisión de las leyes
-ex post facto- mediante la acción de inconstitucionalidad (art.
101 LJC).

En esta segunda ocasión, la anulación de la ley ya promulgada y en
vigor, sí generará derecho  a reparaciones por parte del Estado
como se indicó en el punto A.1 supra.

2) El recurso de Habeas corpus:

El  recurso  de  hábeas  corpus  se  caracteriza  por  ser  mecanismo
judicial garante de la libertad e integridad de la persona. En
Costa  Rica,  protege  también  la  libertad  de  tránsito,  libre
permanencia, salida e ingreso del territorio nacional -art. 15 de
la LJC-.
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El  recurso  fue  expresamente  incorporado  al  art.  37  de  la
Constitución de 27 de diciembre 1859. Sin embargo desde 1824 bajo
la  Constitución  de  la  República  Federal  de  Centroamérica,  se
protege el derecho a no ser detenido sino conforme a la ley.
Ya en nuestros días, desde 1909 y hasta 1989, rigió la Ley de
Hábeas  Corpus,  #  4  de  13  de  noviembre  de  1909  varias  veces
reformada,  hasta  que  fue  sustituida  por  la  nueva  Ley  de  la
Jurisdicción Constitucional de 11 de octubre de 1989.

Este  es  un  recurso  informal;  toda  persona  tiene  legitimación
procesal para plantearlo en su favor o el de otro y es sumario,
constituyéndose  en  un  mecanismo  en  extremo  efectivo  contra
detenciones ilegales.
El artículo 15 de la LJC permite plantear el hábeas corpus contra
resoluciones judiciales que ordenan la prisión preventiva o el
apremio corporal por deudas alimentarias.

Siempre fue competencia de la Corte Suprema de Justicia en pleno,
hasta 1989 en que pasó a conocimiento de la Sala Constitucional de
la Corte.
Una  vez  que  la  Sala  Constitucional  se  pronuncia  sobre  la
procedencia  del  recurso  de  hábeas  corpus  y  declara  la
responsabilidad  civil  del  Estado  por  los  daños  y  perjuicios
ocasionados,  la  víctima  puede  acudir  ante  la  vía  contencioso-
administrativa a plantear el proceso de ejecución de sentencia con
el  objeto  de  hacer  eficaz  la  sentencia  en  su  aspecto
indemnizatorio (Art. 26 LJC).

Dice el artículo 26 de la LJC:

"Artículo 26.-
La sentencia que declare con lugar el hábeas corpus dejará sin
efecto las medidas impugnadas en el recurso, ordenará restablecer
al ofendido en el pleno goce de su derecho o libertad que le
hubieren sido conculcados, y establecerá los demás efectos de la
sentencia para el caso concreto.

Además, condenará a la autoridad responsable a la indemnización de
los  daños  y  perjuicios  causados,  los  cuales  se  liquidarán  y
ejecutarán  en  la  vía  contencioso  administrativa  por  el
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procedimiento  de  ejecución  de  sentencia  previsto  en  la  ley
reguladora de esa jurisdicción".

La restitución del derecho conculcado es ordenado por la propia
Sala Constitucional, de modo que proceso de ejecución de sentencia
en la vía contencioso administrativa se ocupará de cuantificar la
indemnización; lo  cual  será  desarrollado  en el  Capítulo  I  del
Título II parte del presente informe.

3) RECURSO DE AMPARO

El artículo 29 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional dispone
que  "el  recurso  de  amparo  garantiza los  derechos  y  libertades
fundamentales a que se refiere esta Ley, salvo los protegidos por
el hábeas corpus".
Fue introducido por el art. 48 de la actual Constitución de 1949 y
regulado por la Ley de Amparo No. 1161 de 2 de junio de 1950 hasta
1989 que pasó a competencia exclusiva de la Sala Constitucional de
la Corte.

El objeto del recurso de amparo es el de tutelar los derechos
fundamentales  de  la  persona  consagrados  en  la  Constitución
Política o en los instrumentos internacionales de derechos humanos
vigentes  en  nuestro  país,  contra  las  actuaciones  del  poder
público.  Es  decir,  el  amparo  opera  contra  actos  públicos
individuales y en casos individuales.
Es  también  un  recurso  informal,  lo  plantea  el  interesado  sin
mayores  requisitos,  o  en  casos  imprevistos  por  cualquier  otra
persona.  No  es  necesario  agotar  ningún  procedimiento
administrativo o judicial para plantearlo y la admisión del caso
suspende automáticamente el acto cuestionado (artículo 41 de la
LJC).
Según la Ley de la Jurisdicción Constitucional toda sentencia de
amparo  que  resulte  estimatoria  restituirá  al  recurrente  en  el
pleno goce de sus derechos y condenará en abstracto al Estado a la
indemnización de los daños y perjuicios causados así como al pago
de las costas procesales.

La liquidación de la indemnización se determina en el proceso de
ejecución de sentencia que será expuesto en el Capítulo I del
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Título II infra.

B. SALA DE CASACION PENAL

Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley No. 7333 de 5 de mayo de
1993) designa a la Sala Tercera de Casación de la Corte Suprema de
Justicia para conocer:

"Artículo 56.-
La Sala Tercera conocerá: 1.-
De los recursos de casación y revisión en materia penal, que no
sean de competencia del Tribunal Superior de Casación"
Analizaremos de seguido el recurso extraordinario de revisión de
sentencias penales:

1. RECURSO DE REVISION

El recurso de revisión procede contra las sentencias condenatorias
firmes  con  el  propósito  de  enmendar  los  errores  judiciales
descubiertos con posterioridad al dictado de la sentencia, que
ocasionara el quebranto de los derechos del condenado.
Los artículos 497 y 498 del Código de Procedimientos Penales(Ley #
5377 del 19 de octubre de 1973, prevén los mecanismos adecuados
para indemnizar a la persona que sufre prisión y posteriormente es
puesto en libertad gracias a un recurso de revisión. Primero podrá
reclamar  la  cantidad  pagada  por  concepto  de  la  acción  civil
resarcitoria consecuencia del recurso de revisión y segundo podrá
cobrar  los  daños  y  perjuicios  causados  por  la  condena
originalmente impuesta  por  el  juzgador  que lo  obligó  a  sufrir
prisión. Dicen las normas: "Artículo 497.-
Cuando  la  sentencia  sea  absolutoria,  podrá  ordenarse  la
restitución de la cantidad pagada en concepto de pena pecuniaria o
de indemnización, si este último caso se hubiere citado al actor
civil".

"Artículo 498.-
La sentencia de la que resulte la inocencia del penado, podrá
decidir,  a  instancia  de  parte,  sobre  los  daños  y  perjuicios
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causados  por  la  condena.  Estos  serán  reparados  por  el  estado
siempre que aquél no haya contribuido con su dolo o culpa al error
judicial. La reparación civil sólo podrá acordarse a favor del
condenado, o a sus herederos legítimos".
Las  normas  transcritas  son  afines  a  lo  dispuesto  tanto  en  La
Convención Americana de Derechos Humanos, artículo 10 y el Pacto
de Derechos Civiles y Políticos de la ONU, artículo 14 inciso 7),
cuyo propósito es también la reparación del daño causado a la
víctima por haber sufrido cárcel debido a un error judicial, o
bien por la aplicación de una ley posteriormente anulada por la
Sala Constitucional.

2. EJECUCION DE LA SENTENCIA DE REVISION EN MATERIA PENAL

La  Sala  Tercera  de  Casación  Penal  al  estimar  el  recurso  de
revisión y anular la sentencia penal condenatoria, dispondrá la
libertad  inmediata  del  reo  y  la cesación  de  las  restricciones
cautelares impuestas.

Asimismo condenará al Estado al pago de las costas procesales y
los daños y perjuicios causados.
Por otra parte, la cuantificación de la indemnización será fijada
en el proceso de ejecución de sentencia, que podrá ser planteado
tanto  por  el  Ministerio  Público,  como  por  el  interesado  o  su
defensor. La  ejecución  de  sentencia  es tramitada  por  el  mismo
tribunal de primera o única instancia (artículo 500 y siguientes
del Código de Procedimientos Penales).
Por ejemplo, la sentencia 103-F-94 de las 17:45 horas del 21 de
abril de 1994, dictada por la Sala Tercera de la Corte Suprema de
Justicia, que acogió un recurso de revisión, manifiesta:

" Considerando: II.-
El  reclamo  es  atendible"..."  Estos  hechos  resultan  ser,
efectivamente, inconciliables con los tenidos por ciertos en la
sentencia número 125-92, dictada por el Tribunal Superior Primero
Penal, Sección Segunda, de San José, a las 9:40 horas del 3 de
agosto de 1992, (modificada por el voto 160-F dictado por esta
Sala  a  las  14  horas  del  16  de  abril  de  1993)  (...)  En  esta
tesitura,  la  sentencia  recurrido  no  puede  subsistir,  pues  los
hechos que le sirvieron de base son totalmente opuestos a los que
se  tuvieron  por  ciertos  en  la  cual  se  establece  de  modo
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determinante  que  la  actuación  de  P.  C.  al  otorgar  las  dos
hipotecas que interesan no fue dolosa, sino que actuó bajo los
engaños de B. N. S. C. la cual fue declarada autora responsable de
dos delitos de Estafa en perjuicio de aquélla. Por consiguiente,
una  vez  establecida  la  inocencia  de  P.  C.  lo  que  procede  es
declarar con lugar el recurso de revisión que nos ocupa y revocar
la sentencia impugnada, número 88-88 de las 13:50 horas del 6 de
abril  de  1988.  En  su  lugar,  de  conformidad  con  el  derecho
aplicable, se absuelve de toda pena y responsabilidad a A. P. C.
por el delito de Estelionato que se le ha venido atribuyendo en
daño de R.
A. F. M. (artículo 495 del Código de Procedimientos Penales). Lo
anterior  deberá  ser  comunicado  al  Registro  Judicial  de
Delincuentes, para lo de su cargo.

III.-
Tanto  el  Ministerio  Público,  como  la  propia  sentenciada  al
adherirse al recurso (ver escrito de folios 74 y 75), solicitan la
reparación de los daños y perjuicios ocasionados por la sentencia
impugnada. La solicitud resulta de recibo, ya que en este caso
concreto  se  ha  establecido  la  inocencia  de  P.  C.,  quien  fue
condenada por un delito que no cometió, sin que se pueda afirmar
que  ella  contribuyó  dolosa  o  culposamente  al  error  judicial.
(...).  En  otras  palabras,  el  fallo  condenatorio  fue  dictado
violando el principio de inocencia, pues no sólo se invirtió la
carga de la prueba, sino que, además, un aspecto determinante del
fallo en vez de basarse en la certeza, se apoya más bien en una
simple "creencia" del tribunal de mérito. De ahí que el Estado
resulte responsable de los daños causados en este caso concreto
(artículos  190  y  201  de  la  Ley  General  de  la  Administración
Pública,  en  relación  con  el  498  del  Código  de  Procedimientos
Penales). No se ha comprobado, sin embargo, que del fallo que se
revisa  haya  derivado  algún  daño  de  carácter  material  para  la
sentenciada. Por ende, este punto debe ser rechazado.

Lo que sí resulta innegable es el daño moral que se le provocó a
la  señora  P.  C.  con  la  sentencia  condenatoria  dictada  en  su
contra, razón por la cual debe declararse con lugar este extremo
del reclamo y condenar al Estado al pago de la suma respectiva, la
cual se fija prudencialmente en un millón doscientos cincuenta mil
colones. Lo anterior, tomando en cuenta el dolor, las angustias y
el menoscabo en la propia autoestima que ha tenido que padecer la
citada A. C. P. C., a raíz de la sentencia injusta emitida en su
perjuicio.  No  se  hace  pronunciamiento  en  cuanto  al  rubro  de
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intereses,  por  no  haberse  formulado  petición  alguna  sobre  ese
extremo. POR TANTO: Se declara con lugar el recurso de revisión
interpuesto. Se revoca la sentencia impugnada, número 88-88 de las
13:50 horas del 6 de abril de 1988. En su lugar, de acuerdo con el
derecho aplicable, se absuelve de toda pena y responsabilidad a A.
C.  P.  C.  por  el  delito  de  Estelionato  que  se  le  ha  venido
atribuyendo en perjuicio de R. A. F. M. Lo anterior, deberá ser
comunicado al Registro Judicial de Delincuentes, para lo de su
cargo.  Se  condena  al  Estado  al pago  de  la  suma  de un  millón
doscientos cincuenta mil colones, por concepto de daño moral, a
favor  de  A.  C.  P.  C..  Se  rechaza  el  reclamo  por  daño
material." (El subrayado es nuestro).

Esta  sentencia  ilustra  como  opera  el  recurso  de  revisión  en
materia penal para restituir e indemnizar a las personas que han
sufrido una condena por error judicial.

CAPITULO II. PODER LEGISLATIVO

A. DEFENSORIA DE LOS HABITANTES
La Defensoría de los Habitantes fue creada por Ley # 7319 de 17 de
noviembre  de  1992,  como  un  órgano  adscrito  a  la  Asamblea
Legislativa de Costa Rica. Sus funciones son proteger los derechos
e  intereses  de  los  habitantes,  mediante  la  supervisión  del
funcionamiento del sector público, velar porque éste se ajuste a
la moral, la justicia, la Constitución Política, las leyes, los
convenios y los tratados vigentes en el país.

El  Defensor  de  los  Habitantes  de  la  República  goza  de  total
independencia  funcional,  administrativa  y  de  criterio  en
cumplimiento de sus actividades (artículo 2 de la Ley Orgánica).
Es el  órgano de protección de los derechos de los habitantes,
opera fuera de la esfera judicial, como un complemento de los ya
vigorosos  y  amplios  remedios  judiciales  que  la  jurisdicción
Constitucional admite.
Como  puede  observarse,  El  Defensor  de los  Habitantes  tiene  un
marco  jurídico  de  acción  en  extremo  amplio,  pues  para  la
protección  de  los  derechos  de  los  habitantes  además  de
permitírsele  interponer  cualquier  tipo  de  acciones
jurisdiccionales o  administrativas  previstas  en  el ordenamiento
jurídico,  la  ley  prevé  la  posibilidad  de  que  haga  las
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recomendaciones y prevenciones pertinentes al órgano que incurra
en ilegalidad o arbitrariedad, así como solicitar la rectificación
correspondiente. En materia constitucional, es innegable que la
existencia del Defensor de los Habitantes, garantiza una efectiva
prevención de violación de los derechos fundamentales y un mejor
control  de  legalidad  sobre  el  actuar ilegítimo  de  los  órganos
públicos, al dotársele de la potestad de plantear las acciones de
inconstitucionalidad  y  consultas  de  constitucionalidad  cuando
estime que las leyes infringen derechos fundamentales reconocidos
por  la  Constitución  o  instrumentos  internacionales  de  derechos
humanos vigentes en la República. (vid arts.

75 y 96 inciso ch) de la Ley de la Jurisdicción Constitucional).

La  desobediencia  a  las  recomendaciones  del  Defensor  de  los
Habitantes  podría  permitir  la  sanción  del  funcionario  por  su
superior inmediato. Sin embargo, como las actuaciones del defensor
no  son  sentencias  jurisdiccionales  ni  actos  administrativos
finales,  el interesado deberá gestionar ante los tribunales la
declaración  de  responsabilidad  del  Estado  y  la  consecuente
indemnización; tal y como ocurre en el derecho comparado.

CAPITULO III. PODER EJECUTIVO

No pretendemos agotar todos los mecanismos legales que permiten la
prevención, restitución, compensación y rehabilitación de quienes
han sufrido una lesión a sus derechos humanos, por ello citaremos
varios  instituciones  jurídicas  que  permiten  esos  efectos
restitutorios e indemnizatorios, en sede administrativa.

A. PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA

La Constitución Política otorgó la jerarquía constitucional a una
institución especial dedicada a la protección del menor y su madre
denominada Patronato Nacional de la Infancia (PANI). El Patronato
funciona  como  una  institución  de  la  Administración  Pública
descentralizada  y  autónoma,  debe  prevenir  e  intervenir  en  los
casos en que los derechos fundamentales de los menores de edad se
vean quebrantados.
La  independencia  le  permite  al  PANI  operar  sin  interferencias
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político-electorales y goza de competencias especiales para dictar
medidas cautelares que pueden llegar a ser drásticas.

El PANI ve ampliada su competencia hoy gracias a la Convención de
Naciones Unidas Sobre los Derechos del Niño, aprobada por Ley No.
7184 de 18 de julio de 1990 y el Convenio Relativo a la Protección
del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional,
Ley No. 7517, suscrita dentro del marco de la Conferencia de La
Haya de Derecho Internacional Privado.

B. OFICINA DE LA MUJER

Para la prevención y el tratamiento de los casos de agresión a la
mujer,  funciona  la  Delegación  de  la  Mujer  como  órgano  del
Ministerio de Justicia creada por Decreto Ejecutivo No. 19574 de
30 de marzo de 1990 y el Centro Nacional para el Mejoramiento de
la  Mujer  y  Familia  del  Ministerio  de  Cultura,  Juventud  y
Deportes), que es un órgano creado por ley No. 5988 de 11 de
noviembre de 1976, reglamentada por Decreto Ejecutivo No. 23006-J
de 23 de febrero de 1994, bajo el cual funciona el "El Programa de
Promoción y Protección a Derechos de la Mujer".

Sobre el tema Costa Rica ha suscrito la Convención Interamericana
de Derechos Civiles y Políticos de la Mujer, ley No. 1273 de 13 de
mayo de 1951 y la Convención sobre Derechos Políticos de la Mujer,
que  es  ley  #  3877  del  2  de  junio  de  1967.  Asimismo  se  ha
promulgado la Ley de Promoción de la Igualdad Social de la Mujer
No. 7142 de 8 de marzo de 1990, por la que se estipulan medios de
protección contra la agresión o la discriminación sexual.

En  caso  de  que  se  trate  de  actos  discriminatorios  por  razón
sexual, como el despido por motivo del embarazo, podría intervenir
la  Sala  Constitucional  en  la  vía de  amparo  o  si  se trata  de
agresión  familiar,  el  asunto  podría  ser  conocido  por  los
tribunales penales comunes. En ambas hipótesis está contemplada la
indemnización a la víctima según se ha expuesto.

Titulo segundo: reparacion e indemnizacion
capitulo I.
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Proceso de ejecución de sentencia en la jurisdicción contencioso
administrativa

El  artículo  49  de  la  Constitución  Política  transformó  la
jurisdicción contencioso-administrativa, en un verdadero derecho
subjetivo de las personas, en la cual pueden ser cuestionados los
actos públicos que infrinjan la ley.

Como señalábamos en el Capítulo I del Título anterior, la Ley de
la Jurisdicción Constitucional remite al proceso de ejecución de
sentencia en la jurisdicción contencioso administrativa, a fin de
liquidar los daños y perjuicios causados por los actos anulados.
Así,  de  conformidad  con  lo  que  establece  el  numeral  76  y
siguientes de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso
Administrativa el ofendido que gana un recurso de hábeas corpus o
de inconstitucionalidad, o en general cualquier juicio contra el
Estado, podrá iniciar el proceso de ejecución de sentencia con el
propósito de determinar la indemnización.
Este proceso es sumario. La parte victoriosa presenta la sentencia
ejecutoriada (certificada) y la prueba de los daños y perjuicios
que  le  fueron  causados.  Una  vez  evacuada  la  prueba  se  dicta
sentencia condenando al Estado a pagar una suma líquida.
El procedimiento contempla la posibilidad de que, una vez recaída
la sentencia que fija la indemnización a pagar, el Estado no puede
negarse a cancelar esas sumas.

Asimismo el atraso en el pago de las sumas líquidas exigibles al
Estado, determinados por el juez, causa intereses en favor de la
persona a partir de la sentencia, pues lo que esta norma pretende
en realidad es la compensación por mora atribuible al Estado.

CAPITULO II
EJECUCION DE SENTENCIAS EXTRANJERAS

En  relación  a  las  sentencias  extranjeras  que  diriman  aspectos
relacionados con la tutela de los derechos fundamentales, emitidas
por tribunales de carácter internacional y donde resulte condenado
el Estado de Costa Rica, el afectado o la víctima deberá en primer
término, presentar la sentencia ante la Sala Primera de la Corte
Suprema de Justicia para que autorice su debido cumplimiento por
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las autoridades administrativas y tribunales del país, artículo
705 y siguientes del Código Procesal Civil. Es el trámite clásico
de exequátur.
En cuanto  a los posibles fallos de la Corte Interamericana de
Derechos  Humanos  que  condenen  al  Estado  costarricense  a  la
restitución,  compensación  y  rehabilitación  de  una  víctima  de
violación a las normas dispuestas en la Convención Americana de
Derechos Humanos como Costa Rica ha reconocido la competencia de
la Corte,  los fallos podrán ser ejecutados sin problema en el
país.

Dispone al efecto el inciso 2) del artículo 68 de la Convención:

"Artículo 68.

1.-
...).
2.-
La  parte del fallo que disponga indemnización compensatoria se
podrá ejecutar en el respectivo país por el procedimiento interno
vigente para la ejecución de sentencias contra el Estado".
Asimismo el artículo 27 del Convenio para la Sede de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos, aprobado por Ley No. 6889 de 9
de setiembre de 1983, dispone:

"EFICACIA DE LAS RESOLUCIONES
Artículo 27.-
Las resoluciones de la Corte y, en su caso, de su Presidente, una
vez  comunicadas  a  las  autoridades  administrativas  o  judiciales
correspondientes  de  la  República,  tendrán  la  misma  fuerza
ejecutiva  y  ejecutoria  que  las  dictadas  por  los  tribunales
costarricenses."
El victorioso ante la Corte tiene abierto el proceso de ejecución
de sentencia de la jurisdicción contencioso- administrativa para
plantear la demanda después de concedido su cumplimiento por la
Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia.
En el caso de que la sentencia extranjera condene al Estado al
pago  de  una  suma  líquida,  como  lo  sería  la  de  la  Corte
Interamericana  de  Derechos  Humanos,  esta  sentencia  sería
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presentada al juez en el proceso de ejecución a fin de ordenar
directamente al Estado el pago de esas sumas. Es decir, aquí no es
necesaria la evacuación de pruebas, lo que demuestra la celeridad
y eficacia del proceso.

CONCLUSION
Del  examen  realizado  de  los  diversos  procesos  judiciales,  se
concluye la posibilidad real con que cuentan los habitantes de la
República de Costa Rica que puedan sufrir alguna lesión a sus
derechos constitucionales de verlos reestablecidos de una manera
expedita, obteniendo una efectiva y justa compensación económica a
cargo del Estado.
Por  último,  vale  destacar  el  esfuerzo realizado  en  materia  de
derechos humanos por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de
Justicia, la cual ha emitido desde su creación en el año de 989
más  de  veintinueve  mil  (29.000.00)  sentencias  y  autos  sobre
diversas  acciones  de  inconstitucionalidad,  recursos  de  hábeas
corpus  y  recursos  de  amparo,  así  como  de  consultas  de
constitucionalidad,  que  constituyen  todo  un  cuerpo  de  derecho
constitucional y que ha definido criterios certeros en relación
con  los  diferentes  principios  consagrados  en  la  Constitución
Política  y  en  los  instrumentos  internacionales  aprobados  y
ratificados  por  el  país,  en  cuanto  al  respeto  a  los  derechos
fundamentales de la persona. 

FUENTES CITADAS

Dirección Web http://cijulenlinea.ucr.ac.cr/ Teléfono 207-56-98 
E-mail: cijulenlinea@abogados.or.cr

35

http://cijulenlinea.ucr.ac.cr/
mailto:cijulenlinea@abogados.or.cr


1 RIVERO SÁNCHEZ, Juan. Constitución, derechos fundamentales, y derecho
privado. Tomo I. Primera Edicion 2001.Editorial Areté. 2001. pp 77-80.

2 HERNÁNDEZ VALLE, Rubén. Prerrogativa y garantía. 1 de. San José,
Editorial Euned. 1997. pp 61-62

3 HERNÁNDEZ VALLE, Ibidem. 179-180.
4 HERNÁNDEZ VALLE, Rubén. La tutela de los derechos Fundamentales. 1°

Edición, San José. Editorial Juricentro, 1990. pp 39-42.
5 ASAMBLEA LEGISLATIVA. Ley: 7135  del  11/10/1989. 
6 PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. O. J. 37-95. 23 de octubre de

1995 


